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Embargado hasta las 10.00 horas GMT del 23 de mayo de 2006 
  Informe 2006: La población más desprotegida y pobre del mundo paga el precio de la guerra contra el terror

(Vigo). 2005 ha sido un año de contradicciones en el que los signos de esperanza para los derechos humanos se han visto menoscabados por el engaño y las promesas incumplidas de las grandes potencias, según ha manifestado Amnistía Internacional hoy al presentar su informe anual. 

“El programa de seguridad de los poderosos y privilegiados ha secuestrado las energías y la atención del mundo apartándolas de las graves crisis de derechos humanos que tienen lugar en otros lugares. Hubo gobiernos que, tanto colectiva como individualmente, paralizaron instituciones internacionales y malgastaron recursos públicos en pos de mezquinos intereses de seguridad, sacrificaron principios en nombre de la ‘guerra contra el terror’ y no se dieron por enterados de las violaciones generalizadas de derechos humanos. Como consecuencia de ello, el mundo ha pagado un alto precio en términos de erosión de los principios fundamentales y también en la forma de un daño enorme a la vida y los medios de vida de la gente corriente”, ha manifestado Alberto Estévez, portavoz local de AI.

“La atención intermitente y la actuación endeble de las Naciones Unidas (ONU) y la Unión Africana distaron mucho –y penosamente– de ajustarse a las necesidades que planteaba la situación en Darfur”, ha asegurado Estévez en relación con un conflicto que se ha cobrado miles de vidas en Sudán, que ha causado millones de desplazamientos y en el que todas las partes en conflicto siguen cometiendo crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad. Irak se sumió en una espiral de violencia sectaria en 2005. “Cuando los poderosos son demasiado arrogantes para reevaluar y reformar sus estrategias, el precio más alto lo pagan las personas más pobres y desprotegidas, que en este caso son los ciudadanos y ciudadanas corrientes de Irak”. El problema de Israel y los Territorios Ocupados se retiró de la agenda internacional en 2005, lo que intensificó la penuria y desesperación de los palestinos y los temores de la población israelí. 

Por otro lado, los ataques de los grupos armados en 2005 alcanzaron nuevas cotas de brutalidad e intensidad y se cobraron un gran número de vidas humanas.  “El terrorismo de los grupos armados no tiene excusa, es inaceptable. Sus autores deben ser obligados a comparecer ante la justicia, pero en un proceso con garantías, no a través de torturas o detención secreta. Por desgracia, la brutalidad creciente de estos actos en todo el mundo el año pasado no es si no otro amargo recordatorio de que la ‘guerra contra el terror’ ha fracasado y seguirá fracasando hasta que se conceda prioridad a los derechos humanos y a la seguridad de las personas por encima de mezquinos intereses nacionales de seguridad”, ha afirmado el portavoz local de AI.

“Sin embargo, en 2005 también hubo claras señales de esperanza en contraposición a la desesperación”. El año pasado pudimos presenciar una de las mayores movilizaciones de la sociedad civil en la lucha contra la pobreza y a favor de los derechos económicos y sociales. La cumbre de la ONU, en la cual se examinaron los avances en el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, puso de manifiesto el estrepitoso fracaso de los gobiernos a la hora de lograr una actuación acorde a las promesas contraídas. Por ejemplo, dijeron defender los derechos humanos de las mujeres pero no cumplieron los objetivos internacionales de igualdad de acceso a la educación para las niñas. 

En 2005, el movimiento en favor de la justicia se apuntó otro tanto con los primeros autos de procesamiento dictados por la Corte Penal Internacional por crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra cometidos en Uganda. En Latinoamérica se quebró la inmunidad de anteriores jefes de Estado con el arresto domiciliario impuesto a Augusto Pinochet y la orden de detención internacional cursada contra Alberto Fujimori. 

Gobiernos de grandes potencias tuvieron que rendir cuentas ante sus tribunales e instituciones públicas. El tribunal de máxima instancia en el Reino Unido rechazó un plan del gobierno británico para utilizar confesiones obtenidas mediante tortura. El Consejo de Europa y el Parlamento Europeo abrieron sendas investigaciones sobre la participación europea en las “entregas extraordinarias” dirigidas por Estados Unidos, y también sobre el traslado ilegítimo de detenidos a países donde corrían peligro de ser torturados o sufrir otros abusos. Fue saliendo a la luz un dato tras otro que revelaba en qué medida los gobiernos europeos habían colaborado con Estados Unidos en los delitos, contraviniendo la prohibición absoluta de tortura y malos tratos y delegando las tareas de tortura mediante la transferencia de detenidos a Estados como Egipto, Jordania, Marruecos, Arabia Saudí y Siria, en los que se sabe que se practica la tortura. “Resulta lamentable que algunos gobiernos hayan tratado de buscar nuevas formas de eludir sus obligaciones en lugar de aceptar y considerar positivos los esfuerzos de tribunales y cámaras legislativas para restablecer el respeto de los principios fundamentales de derechos humanos”, ha manifestado Estévez. El Reino Unido solicitó “garantías diplomáticas” –o garantías documentales– para devolver a personas a países donde corrían peligro de ser torturadas.  En Estados Unidos se aprobó legislación que reafirmaba la prohibición de la tortura y los malos tratos con la oposición del presidente, George Bush; pero a continuación se procedió a imponer duras restricciones sobre el derecho de las personas detenidas en Guantánamo a que un tribunal federal examine el trato que reciben. 

“Con la misma contundencia que condenamos los atentados terroristas contra la población civil, nos oponemos al argumento esgrimido por los gobiernos de que es posible combatir el terror mediante la tortura. Este argumento es engañoso, peligroso y erróneo: no se puede apagar un fuego con gasolina”, ha manifestado AI. “El doble discurso y la doble moral de las grandes potencias son peligrosos porque debilitan la capacidad de la comunidad internacional para enfrentarse a situaciones problemáticas de derechos humanos como las de Darfur, Chechenia, Colombia, Afganistán, Irán, Uzbekistán y Corea del Norte. Permiten que los autores de abusos en estos y otros países actúen con impunidad.”

“Cuando el gobierno británico guarda silencio respecto a la reclusión arbitraria y los malos tratos en Guantánamo, cuando Estados Unidos hace caso omiso de la prohibición absoluta de la tortura, o cuando los gobiernos europeos enmudecen respecto a su historial en materia de entregas extraordinarias, racismo o refugiados, están menoscabando su propia autoridad moral para liderar la defensa de los derechos humanos en otros lugares del mundo”, según el portavoz local de AI. 

2005 fue un año en que la ONU perdió demasiado tiempo en debatir sobre la reforma y la composición de sus instituciones clave y en cambio no prestó atención a la actuación de dos de sus miembros principales, China y Rusia, que han permitido sistemáticamente que sus propios intereses políticos y económicos prevalezcan sobre los problemas de derechos humanos en el ámbito nacional o internacional. Aquellos en quienes recae la responsabilidad principal de salvaguardar la seguridad mundial en el Consejo de Seguridad de la ONU demostraron en 2005 que eran los más dispuestos a paralizar el Consejo e impedir que adoptara medidas efectivas en materia de derechos humanos.

El año 2005 fue el comienzo de un cambio de disposición en la opinión pública. “Esta presión incipiente debe emplearse para transformar en acción la falta de responsabilidad internacional”.

Peticiones clave de Amnistía Internacional en 2006: 

· A las Naciones Unidas (ONU) y a la Unión Africana, que aborden el conflicto de Darfur y pongan fin a los abusos contra los derechos humanos que se cometen allí;

· A la ONU, que negocie la aprobación de un Tratado sobre el Comercio de Armas que regule el comercio de armas pequeñas para que no sea posible emplearlas en la comisión de abusos contra los derechos humanos; 

· Al gobierno de Estados Unidos, que cierre el campo de detención de Guantánamo y revele el nombre y la localización de todas las personas detenidas en otros lugares como parte de la “guerra contra el terror”; 

· Al nuevo Consejo de Derechos Humanos de la ONU, que insista en la igualdad de criterios de respeto a los derechos humanos por parte de todos los gobiernos, ya sea en Darfur o en Guantánamo, en Chechenia o en China. 

“La autoridad política y moral de los gobiernos será progresivamente juzgada en función de su posición respecto a los derechos humanos dentro y fuera de su país. Más que nunca, el mundo necesita que los países con poder e influencia en el ámbito internacional –los miembros permanentes del Consejo de Seguridad de la ONU, así como aquellos que aspiran a formar parte de él– se comporten con responsabilidad y respeto por los derechos humanos. Los gobiernos no pueden seguir jugando con los derechos humanos”, ha manifestado AI.
Preocupaciones respecto a España

En primer lugar, la situación de las personas migrantes que llegan a la frontera sur española. La organización denunció el uso desproporcionado de la fuerza y malos tratos por parte de las fuerzas de seguridad contra las personas que intentaban saltar las vallas en Ceuta y Melilla, además de falta de acceso al asilo  y expulsiones ilegales. La organización está siguiendo de cerca ahora las llegadas de personas subsharianas a Canarias desde Mauritania y Senegal y reiterando al Gobierno español la necesidad de que se respeten los derechos humanos de estas personas, en particular el acceso a una adecuada información sobre sus derechos y sobre la posibilidad de pedir asilo, así como las garantías necesarias en las repatriaciones que se están llevando a cabo. 
En segundo lugar, la violencia contra las mujeres en el ámbito familiar sigue siendo un gran problema en España. Es cierto que la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género propuso medidas importantes para afrontar esta grave violación de derechos humanos. Pero más de un año después de su puesta en marcha, muchos de los obstáculos con los que se encuentran las mujeres que piden protección no han desaparecido, y sería necesario evaluar si las medidas acometidas están resultando efectivas. Lo cierto es que el número de muertes en lo que va de año, es superior al año anterior (a 8 de mayo los datos del Instituto de la Mujer sitúan el número de asesinadas en 28).
En tercer lugar, Amnistía Internacional ha saludado positivamente el anuncio del alto el fuego permanente de ETA, pero la organización considera imprescindible que los derechos humanos no se conviertan en una moneda de cambio en las negociaciones de paz y que no haya impunidad para los responsables de abusos de derechos humanos en estos casi cuarenta años. 
Por último, en relación con las víctimas de la Guerra Civil y del franquismo, Amnistía Internacional espera que se aproveche la oportunidad histórica que puede suponer el anteproyecto de ley que el Gobierno debe presentar antes de finales de junio y que se garanticen los derechos de verdad, justicia y reparación de las víctimas de la Guerra Civil y del franquismo.

Trabajo en Galicia
Los grupos gallegos de AI están trabajando en campañas internacionales como “No Más Violencia contra la Mujer” y “Armas Bajo Control” que busca regular el comercio de armas mediante un Tratado Internacional, y  a la que se han adherido miles de gallegos. Además, hay acciones en curso como la que pide el cierre de Guantánamo, la eliminación de la pena de muerte en EE.UU. a los enfermos mentales, para lo que AI Vigo se dirigirán próximamente a Ayuntamientos de la provincia para que aprueben sendas mociones de respaldo a sus peticiones. La organización sigue recogiendo firmas de asociaciones y particulares en su web para que la futura Ley del gobierno central sobre Memoria Histórica garantice el derecho a la verdad, al justicia y la reparación de las víctimas del Franquismo y la guerra civil. Promueve también una Red internacional de solidaridad con defensores/as de derechos humanos de todo el mundo, como los activistas colombianos de derechos humanos que arriesgan sus vidas en su labor. Por último, en las próximas semanas los Grupos gallegos de AI pedirán a la Xunta que incorpore una serie de recomendaciones a la Ley Gallega sobre Violencia contra la Mujer que el Parlamento debatirá tras el verano. Amnistía Internacional pedirá que se adapte a los compromisos internacionales vinculantes en la materia. Por ello, instará al gobierno gallego a que incorpore un enfoque de derechos humanos, basado en el derecho de las víctimas de violencia de género a obtener recursos adecuados y eficaces de asistencia y protección y en el deber de las instancias públicas a garantizarles la protección efectiva de sus derechos humanos, garantizándoles recursos de calidad, suficientes y accesibles para todas las víctimas, orientados al fomento de la autonomía de las mujeres y al ejercicio de sus derechos y a garantizar el derecho de todas las víctimas de violencia de género a recibir asistencia y protección integral sin discriminación alguna, incluidas las ayudas económicas, con independencia de su situación administrativa en España u otras particularidades. Tras el verano, la organización solicitará a la Xunta que elabore un Plan de promoción y protección de derechos humanos. 
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